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Resumen 

 

Este artículo examina cómo afectan los procesos jurídico-administrativos en la 

implementación de las Zonas de Reserva Campesina –ZRC– en el Valle del Cauca, considerando 

las barreras históricas que enfrenta el campesinado. Se analiza el respaldo jurídico de las ZRC 

como herramientas destinadas a defender el territorio, impulsar la economía campesina y facilitar 

el acceso progresivo a la propiedad rural, partiendo de que esta población es sujeto de especial 

protección. A pesar de contar con este amparo legal, el artículo identifica que la creación efectiva 

de estas figuras sigue encontrando obstáculos, especialmente en los procesos de Tuluá y Pradera, 

debido a las demoras institucionales, la falta de coordinación entre las entidades y la persistencia 

de barreras estructurales que de manera sostenida han afectado al campesinado. El análisis resalta 

que las condiciones institucionales y sociales son determinantes para la consolidación de estas 
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zonas. Finalmente, se concluye que no basta con que el ordenamiento colombiano reconozca a las 

ZRC, sino que es indispensable mejorar la eficiencia institucional y el trabajo con las 

comunidades para que esta figura funcione efectivamente. 

 

Palabras Clave 

 

 

Zonas de Reserva Campesina –ZRC–, procesos jurídico-administrativos, barreras 

institucionales, acceso a la tierra, desigualdades históricas. 

 

Abstract 

 

 

This article examines how legal-administrative processes affect the implementation of 

Peasant Reserve Zones -ZRC- in Valle del Cauca, Colombia, considering the historical barriers 

faced by the peasantry. It analyzes the legal framework of ZRCs as instruments aimed at 

defending the territory, strengthening the peasant economy, and facilitating progressive access to 

rural land ownership, based on the recognition of this population as a subject of special 

protection. Despite this legal recognition, the article identifies that the effective creation of these 

zones continues to face obstacles, particularly in the cases of Tuluá and Pradera, due to 

institutional delays, lack of coordination among entities, and the persistence of structural barriers 

that have sustainably affected the peasantry. The analysis highlights that institutional and social 

conditions are determining factors for the consolidation of these zones. Finally, it concludes that 

it is not enough for Colombian law to recognize ZRCs; rather, it is essential to improve 

institutional efficiency and collaborative work with communities for this mechanism to function 

effectively. 
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Introducción 

 

El presente artículo es resultado de un proceso de investigación orientado al estudio de las 

Zonas de Reserva Campesina -ZRC- como figura jurídica destinada a la protección del territorio 

campesino y al fortalecimiento del campesinado en Colombia. En particular, el trabajo se centra 

en el departamento del Valle del Cauca, donde los procesos de constitución de estas zonas, entre 

los que se destacan los casos de Tuluá y Pradera, así como el de Guacarí-Ginebra, han 

evidenciado que el reconocimiento normativo de las ZRC no garantiza, por sí solo, su 

materialización efectiva. Las solicitudes presentadas por las comunidades campesinas han debido 

enfrentar trámites administrativos prolongados, falta de articulación entre las entidades 

competentes y barreras de orden técnico e institucional que, sumadas a las desigualdades 

históricas que han afectado al campesinado, condicionan el alcance real de esta figura jurídica 

 

En este contexto, el presente artículo se plantea la siguiente pregunta de investigación: 

¿Cómo afectan los procesos jurídico-administrativos la implementación de las ZRC en el Valle 

del Cauca, considerando las barreras históricas que enfrenta el campesinado? 

 

Se planteó como objetivo general analizar los procesos jurídico-administrativos y su 

afectación en la implementación de las ZRC considerando las barreras históricas que enfrenta el 

campesinado en el Valle del Cauca 



4 
 

En cuanto al aspecto metodológico, la investigación adoptó un método hermenéutico 

jurídico cuya técnica principal consistió en la interpretación de la norma. El análisis se sustentó 

en la revisión de normatividad, sentencias de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, así 

como en artículos académicos y fuentes institucionales relacionadas con la creación y el 

funcionamiento de las ZRC; elementos que permitieron examinar su coherencia, eficacia y 

aplicación práctica 

 

El artículo se estructuró en tres apartados. El primero aborda la protección y el 

fortalecimiento del campesinado a través de las ZRC, examinando el fundamento jurídico-

administrativo de esta figura como instrumento orientado a la defensa del territorio, el acceso 

progresivo a la tierra y el fortalecimiento de la economía campesina, apoyándose en la 

jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la naturaleza de los baldíos y los pronunciamientos de 

la Corte Constitucional. El segundo, analiza el territorio campesino desde una perspectiva social e 

institucional, identificando las desigualdades históricas, la concentración de la tierra y las 

limitaciones en la capacidad de gestión de las entidades del Estado que han dificultado su 

consolidación. Asimismo, el tercer apartado evalúa la incidencia concreta de los procesos 

jurídico-administrativos en la conformación de las ZRC en el Valle del Cauca. 

 

 

1. El campesinado y las Zonas de Reserva Campesina: protección y fortalecimiento. 

 

La población campesina en Colombia ha sido históricamente una de las más excluida 

socioeconómicamente, a pesar de representar una parte importante del país. En este sentido, la 

Encuesta Nacional de Calidad de Vida –ECV– realizada por el Departamento Administrativo 

Nacional de Estadística (DANE, 2025) señala que: 
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Para el año 2024 los resultados de la ECV muestran que, del total de personas de 

15 años y más, 10 millones 408 mil se identifican subjetivamente como 

campesinas […] Esa cantidad equivale al 25,4% de la población en ese grupo de 

edad en 2024 (p. 3) 

 

Esta cifra refleja la presencia significativa de la población campesina dentro de la 

estructura poblacional del país, lo que permite contextualizar la importancia de abordar las 

condiciones sociales, económicas e institucionales relacionadas con este sector. Desde tiempo 

atrás, los campesinos han enfrentado desigualdad en el acceso a la tierra y una falta constante de 

apoyo por parte del Estado. Como señala Llano (2022) “Pese al protagonismo e 

instrumentalización del campesinado para la expansión económica en la historia reciente de 

Colombia, su desconocimiento y exclusión como sujeto diferenciado ha sido la constante tanto 

por las instituciones estatales como por los mismos ciudadanos.” (p.4), en este sentido, se hace 

importante su protección para fortalecer las zonas rurales y mejorar las condiciones de vida de 

quienes habitan en ellas, promoviendo su permanencia y desarrollo en el campo para la 

producción alimentaria y el cuidado del medio ambiente.  
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En este marco de protección, en años más recientes, específicamente durante el gobierno 

del Presidente Gustavo Francisco Petro Urrego, se han impulsado acciones relacionadas con las 

condiciones que requiere la población en mención, toda vez que, se ha dado la entrega de tierras 

para que sean aprovechadas por medio de las figuras de las Zonas de Reserva Campesina–ZRC– 

 

Cabe precisar que las ZRC se constituyen, principalmente sobre tierras baldías, esto es, 

bienes públicos de la Nación cuya adjudicación está sujeta a un régimen jurídico especial. Sobre 

la naturaleza y finalidad de estos bienes, el Consejo de Estado (2018) ha señalado que: 

 

los baldíos son bienes públicos de la Nación ubicados dentro de la categoría de bienes 

fiscales adjudicables, en razón a que la Nación los conserva para transferir su propiedad a 

quienes reúnan la totalidad de las exigencias establecidas en la ley […] inspirada en el 

precepto según el cual constituye fin del Estado promover el acceso progresivo a la 

propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, con el fin de mejorar el ingreso y la 

calidad de vida de la población campesina (Consejo de Estado, rad: 13001-23-31-000-

1996-11313-01, del 8 de febrero) 

 

Sin embargo, para comprender el alcance real de las ZRC no basta con examinar el 

régimen jurídico de los baldíos sobre los que se constituyen; es igualmente necesario partir de lo 

que esta figura representa como instrumento de transformación del territorio rural. En este 

sentido, Quijano y Linares (2017) plantea que: 

 

Las Zonas de Reserva Campesina-ZRC surgen como una herramienta jurídica que permite 

la defensa del territorio campesino, mediante el fortalecimiento de su economía, la 
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formalización de la propiedad, la prevención y/o corrección de la concentración de la 

tierra y el cierre de la frontera agrícola (p. 1). 

 

La ZRC contribuyen a construir una sociedad más justa en las áreas rurales y a promover 

un equilibrio que, en ultimas se traduce en sostenibilidad. Esta protección no solo garantiza el 

cumplimiento de esas funciones esenciales, sino que también impulsa la explotación responsable 

de la tierra por medio de los cultivos que genera una mejor economía, lo cual incentiva al 

campesino a permanecer en zona rural. Al mismo tiempo, dicha permanencia contribuye a la 

protección del medio ambiente y asegura que los cultivos prosperen. Sobre este vínculo entre la 

tierra y la identidad campesina, la Corte Constitucional (2021) ha señalado que este se explica en 

la medida que 

 

…, para comprender cómo la identidad campesina está directamente relacionada con el 

trabajo de la tierra y las formas de organización social que esta actividad produce. La 

tierra, al estar íntimamente ligada a la construcción identitaria del campesino pasa de ser 

un activo o un bien sobre el que se ejercen – o se espera ejercer–, derechos reales, a 

convertirse en una realidad social compleja: el territorio campesino (Corte Constitucional, 

C-300/2021, del 08 de septiembre) 

 

El reconocimiento de la tierra como elemento esencial de la identidad campesina permite 

entender que su protección no solo responde a un deber constitucional, sino también a una 

necesidad social y cultural. Esta idea es coherente con lo planteado por la Vía Campesina (2021) 

para quien la soberanía alimentaria 
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Define los principios sobre los cuales nos organizamos en nuestra vida diaria y 

coexistimos con la Madre Tierra […] Heredamos esta sabiduría colectiva de nuestrxs 

ancestrxs, quienes labraron la tierra […] período en el que evolucionamos hacia una 

sociedad agraria […] promueve la justicia, la igualdad, la dignidad, la fraternidad y la 

solidaridad (p. 1) 

 

Lo que evidencia que el vínculo entre el campesinado y el territorio trasciende lo 

meramente productivo para construir una herencia cultural e identitaria. De esta manera, no solo 

se fortalece el arraigo cultural y la identidad del territorio, sino que también se promueve una 

relación armónica entre la producción agrícola y la conservación de los recursos naturales, 

garantizando beneficios tanto para las comunidades presentes como para las generaciones futuras. 

Como señala Llano (2022) “Frente a esta situación, resulta necesario que esta colectividad sea 

protegida constitucionalmente, para que continúe con su labor de abastecimiento de alimentos a 

los centros urbanos y de conservación del medio ambiente” (p. 4). 

 

El papel del campesinado trasciende su función tradicional de productor agrícola para 

convertirse en un agente fundamental del desarrollo económico y social del país, en la medida en 

que su producción no solo abastece el mercado interno, sino también se proyecta hacia el 

comercio exterior, consolidando al sector agropecuario como uno de los más dinámicos de la 

economía nacional. Hoy en día, estos actores pueden llegar hasta mercados internacionales, como 

lo muestran las cifras más recientes del sector cafetero. Al respecto, la Federación Nacional de 

Cafeteros –FNC– (2026) señala que “… las exportaciones crecieron un 7% durante 2025, 

alcanzando 13,1 millones de sacos y ratificando la fortaleza de la demanda internacional por el 

café en Colombia” (párr. 2), generando beneficios que impactan directamente en el desarrollo 
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nacional. Con ello, solo queda claro que el fortalecimiento del sector impulsa un progreso que va 

más allá de lo rural, trasciende a lo urbano, generando así no solo una responsabilidad por parte 

del Estado, sino de una sociedad completa. El desarrollo rural cobra vida, precisamente, a partir 

del reconocimiento de las capacidades productivas del campesinado y de la necesidad de 

fortalecer institucionalmente los territorios rurales. En ese sentido, Ropero (2016) establece que 

el campesinado 

 

…, a través del incremento potencial de las capacidades productivas, especialmente del 

campesinado, y del fortalecimiento institucional en los territorios, expresado en la 

dotación y en el acceso irrestricto de bienes públicos sociales […] Esto debe conducir al 

reconocimiento, principalmente, del campesinado como sujetos sociales de derecho y 

productivos y del establecimiento de programas de desarrollo con énfasis sustentable 

desde lo político, cultural, económico, social y ambiental (p. 7). 

 

En consonancia con esta necesidad de protección y fortalecimiento del campesinado, la 

Corte Constitucional (2023) en su sentencia T-090, establece que las ZRC son espacios 

territoriales de reforma agraria. A través de este pronunciamiento, el alto tribunal reconoce a las 

ZRC como áreas estratégicas que garantizan una distribución más justa de la tierra, previenen su 

uso inapropiado y promueven el acceso gradual a la propiedad por parte de los campesinos. 

 

En definitiva, las ZRC son unas áreas geográficas seleccionadas por el Consejo Directivo 

de la ANT, cuya constitución está destinada a propiciar un reparto más equitativo de la 

tierra, controlar la inadecuada expansión de la tierra y promover el acceso progresivo a la 

propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, con el fin de mejorar la calidad de vida 
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de la población campesina de escasos recursos (Corte Constitucional, T-090/2023, del 29 

de marzo). 

 

La Corte reconoce el carácter estratégico de las ZRC dentro del desarrollo rural, en la 

medida en que su implementación contribuye a mejorar las condiciones de vida y a promover una 

distribución más equitativa de la tierra. En relación con lo anterior, se reconoce la importancia de 

la mano de obra campesina y de su papel en la económica rural, ya que, al ser explotada la tierra, 

sus productos pueden ser exportados y, a la vez, generar beneficios para la sociedad colombiana, 

como lo es tener el producto de primera mano. Sobre la dimensión integral que adquiere el 

territorio rural en este proceso, Ropero (2016) plantea que 

 

La nueva ruralidad contribuye al análisis y a la comprensión del territorio como un 

espacio de construcción histórico-social desde una visión integral en la que, además de la 

dimensión económica, se incluye y se alinea la dimensión social, cultural, política y 

ambiental, con lo que el desarrollo rural toma una concepción humanista […] el enfoque 

de nueva ruralidad se constituye en una visión ampliada e integral […] en el cual 

coexisten […] lo rural como un continuo y complemento de lo urbano (p. 10). 

 

El territorio rural y el territorio urbano no constituyen realidades opuestas, sino ámbitos 

que se complementan e implican mutuamente. Por esta razón, tanto la sociedad en general como 

el Estado colombiano están llamados a velar por las garantías del campesinado, en tanto este 

constituye un actor estratégico para el desarrollo del país. Las Zonas de Reserva Campesina, 

representan, así, una herramienta jurídica que articula el reconocimiento constitucional del 
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campesinado con su fortalecimiento económico, social y territorial, lo cual sienta las bases para 

analizar su incidencia jurídico-administrativa en la implementación de esta figura. 

 

2. El territorio y la institucionalidad en las Zonas de Reserva Campesina 

 

 

Una vez reconocida la importancia de las Zonas de Reserva Campesina –ZRC– como 

organización campesina y del territorio, resulta necesario examinar los elementos territoriales, 

sociales e institucionales que fundamentan su existencia y funcionamiento. En este sentido, el 

análisis de las ZRC parte de la necesidad de comprender las relaciones entre el Estado, el 

territorio y las comunidades campesinas, toda vez que estos elementos conforman el núcleo de la 

gestión rural y del ordenamiento territorial en Colombia. 

 

Diversos autores han señalado que el territorio no se reduce a un espacio físico, sino que 

representa una construcción social, política y cultural en la que confluyen, entre otras cosas, 

intereses, identidades y formas de organización. En esta línea, Torres y Montenegro (2020) 

desarrollan una concepción amplia del territorio, entendida desde su dimensión social y 

comunitaria, afirmando que: 

 

…, el territorio se entiende como un espacio socialmente construido por sus habitantes, 

quienes desarrollan allí la mayor parte de su vida política, económica y social. En este 

espacio confluyen relaciones sociales, una historia compartida, la identidad y diversidad 

cultural y étnica […] Así, un territorio no necesariamente es un espacio geográfico 

delimitado en términos políticos y administrativos; los territorios campesinos […] se 

caracterizan en […] su relación con el espacio físico en el que vive […] y del conjunto de 

interacciones sociales, económicas, históricas y culturales que establece (p. 20). 
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Desde esta óptica, el territorio campesino puede entenderse como el resultado de la 

interacción entre las comunidades rurales y el Estado. Estos grupos no conciben el territorio 

meramente como un lugar físico sino como una extensión más amplia, un entorno simbólico y 

cultural donde se definen las formas de vida, de trabajo y de relación con la tierra, como dice 

Porto (2009): 

 

Territorio es espacio apropiado, espacio hecho cosa propia, en definitiva, el territorio es 

instituido por sujetos y grupos sociales que se afirman por medio de él. Así, hay, siempre, 

territorio y territorialidad, o sea, procesos sociales de territorialización. En un mismo 

territorio hay, siempre, múltiples territorialidades. Sin embargo, el territorio tiende a 

naturalizar las relaciones sociales y de poder, pues se hace refugio, lugar donde cada cual 

se siente en casa, aunque en una sociedad dividida (p. 127). 

 

En esta misma línea, comprender el territorio campesino también implica reconocer las 

profundas desigualdades históricas que han afectado a quienes lo habitan. La concentración de la 

tierra, la marginación social y la precariedad de las condiciones de vida han configurado un 

escenario de exclusión que aún persiste en muchas regiones rurales del país. Como señala Fals 

Borda (2017): 

 

Las masas campesinas de Colombia han venido soportando intenso malestar debido a la 

falta de equidad en la distribución de la tierra, los abusos de los propietarios con los 

aparceros, la baja productividad, y, por ende, la miseria y la ignorancia, que han servido 

para mantener explotados y subyugados a los hombres del surco y del azadón. Es un 
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problema que no puede ser ignorado y que si se pretendiera olvidar resucitaría como una 

pesadilla en el sueño de los dirigentes (p. 322). 

 

A partir de esta reflexión, es posible comprender que las problemáticas estructurales 

identificadas por Fals Borda continúan teniendo vigencia en el contexto actual. El campesinado, 

pese a ser el motor productivo del país, ha debido enfrentar históricamente procesos de exclusión 

y resistencia que moldean su identidad y su relación con la tierra. En relación con esta 

concepción del territorio, resulta necesario abordar el papel del campesinado, entendido como el 

sujeto que produce, habita, protege y transforma el territorio, dotándolo de sentido y pertenencia. 

Sin embargo, este reconocimiento no ha sido sencillo, pues sus derechos han sido vulnerados de 

manera constante a lo largo de las distintas épocas. Al respecto, Torres y Montenegro (2020) 

señalan que: 

 

El devenir del campesinado en Colombia ha estado marcado por diferentes 

transformaciones […] han respondido al contexto social, cultural y político del país en 

cada momento histórico. En la actualidad, las comunidades campesinas esbozan nuevas 

demandas y exigencias; estas, si bien tienen que ver con el acceso, uso y tenencia de la 

tierra y diferentes alternativas […] a mejorar sus condiciones de vida, trascienden este 

escenario y se instalan en […] las relaciones culturales, políticas, económicas y de 

pensamiento que […] guardan con la tierra (p. 1). 

 

A partir de estas transformaciones y nuevas formas de relacionarse con la tierra, el 

campesinado ha adquirido un papel protagónico en la construcción de modelos de desarrollo 

alternativo. Su vínculo histórico, cultural y simbólico con el territorio le permite promover 
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iniciativas basadas en la economía solidaria, la soberanía alimentaria y el uso sostenible de los 

recursos naturales. De esta manera, el campesino no solo se configura como productor, sino como 

un actor social esencial en la búsqueda de un desarrollo más equitativo y sustentable para el país. 

 

Las transformaciones históricas del campesinado y las condiciones de desigualdad que 

han marcado su relación con la tierra han impulsado la búsqueda de mecanismos orientados a 

garantizar su permanencia en el territorio y el reconocimiento de sus derechos. En este contexto, 

las iniciativas de ordenamiento rural adquieren especial relevancia, pues buscan generar 

condiciones que permitan fortalecer las comunidades campesinas, promover un acceso más 

equitativo a los recursos y contribuir a la construcción de modelos de desarrollo acordes con las 

dinámicas propias del campo colombiano 

 

Es así como las Zonas de Reserva Campesina cobran un gran papel y pueden considerarse 

como una expresión organizativa que busca equilibrar la relación entre producción agrícola, 

conservación ambiental y justicia social. 

 

No obstante, la consolidación de las Zonas de Reserva Campesina trasciende las 

dinámicas sociales y comunitarias que les dan origen. Su existencia y funcionamiento también 

dependen de la intervención del Estado, el cual, mediante diferentes instrumentos jurídicos y 

administrativos, participa en la regulación, reconocimiento y gestión de estos territorios. En 

consecuencia, el estudio de las Zonas de Reserva Campesina exige analizar no solo las relaciones 

entre el campesinado y el territorio, sino también el papel que desempeñan las instituciones 

públicas en la materialización de los objetivos para los cuales fueron creadas 
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Desde un enfoque jurídico-administrativo, la atención se dirige a los mecanismos 

institucionales mediante los cuales el Estado interviene en la gestión del territorio rural. Dicho 

enfoque permite analizar cómo las estructuras del poder público influyen, positiva o 

negativamente, en la creación y reconocimiento de las ZRC. En la práctica, las decisiones 

administrativas pueden facilitar la participación campesina o, por el contrario, generar barreras 

que limitan el acceso a la tierra y la consolidación de los proyectos. Por tanto, estudiar este marco 

implica comprender el papel de las instituciones estatales y su capacidad de respuesta ante las 

demandas del sector rural, en especial en el departamento del Valle del Cauca. 

 

Bajo esta perspectiva, la intervención del Estado en el territorio rural no se limita a la 

expedición de normas o al reconocimiento formal de determinadas figuras jurídicas. Su actuación 

también se materializa a través de decisiones administrativas que inciden directamente en las 

posibilidades de organización y permanencia de las comunidades campesinas. En este sentido, la 

gestión institucional adquiere una relevancia especial, pues de ella depende que los instrumentos 

diseñados para la protección del campesinado puedan traducirse en resultados efectivos dentro de 

los territorios 

 

Finalmente, el concepto de desarrollo rural campesino ofrece un eje integrador para el 

presente análisis, pues no solo se asocia con el crecimiento económico, sino también con la 

mejora de las condiciones de vida, la autonomía territorial y la sostenibilidad ambiental que 

reflejan la relación histórica del campesinado con su territorio. 

 

El desarrollo rural campesino se entiende como un proceso de fortalecimiento de las 

comunidades rurales, orientado a garantizar la autonomía territorial, la sostenibilidad ambiental y 



16 
 

el reconocimiento del campesino como actor fundamental en la construcción de alternativas de 

desarrollo basadas en la economía solidaria y el uso sostenible de los recursos. En este contexto, 

las Zonas de Reserva Campesina representan escenarios concretos donde se materializa la 

interacción entre el marco jurídico-administrativo y las prácticas sociales del territorio, buscando 

un desarrollo más equitativo e incluyente. 

 

En consecuencia, el análisis de las Zonas de Reserva Campesina requiere comprender de 

manera articulada las dimensiones territoriales, sociales e institucionales que intervienen en su 

desarrollo. Si bien estas figuras surgen como una respuesta a las necesidades históricas del 

campesinado y a la búsqueda de un desarrollo rural más equitativo, su consolidación depende en 

gran medida de la actuación de las entidades encargadas de su reconocimiento y gestión. Por ello, 

resulta necesario examinar el marco jurídico y administrativo que regulan su constitución e 

implementación, con el fin de comprender los alcances y desafíos que presenta esta figura en el 

valle del cauca. 

 

3. Incidencia de los procesos jurídico-administrativos en la implementación de las 

Zonas de Reserva Campesina en el Valle del Cauca 

Las Zonas de Reserva Campesina constituyen espacios en los que convergen las 

dinámicas territoriales, las necesidades del campesino y la intervención de las instituciones 

públicas. En este sentido, comprender su implementación requiere analizar los mecanismos 

jurídicos y administrativos que regulan su constitución y funcionamiento, toda vez que estos 

inciden directamente en las posibilidades de materialización de los objetivos para los cuales 

fueron concebidas. Así, el estudio de los procesos jurídico-administrativos permiten identificar 
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tanto los avances como las dificultades que enfrentan las comunidades campesinas en el acceso y 

consolidación de estas figuras dentro del territorio rural 

 

En este contexto, en Colombia las Zonas de Reserva Campesina –ZRC– surgieron como 

una figura jurídica y administrativa destinada a promover el ordenamiento social de la propiedad 

rural, garantizar el acceso equitativo a la tierra y fortalecer la economía campesina. Su creación 

fue concebida dentro del marco de la Ley 160 de 1994, la cual, en su artículo 1, expresa los 

principios que orientan la intervención del Estado en materia agraria, al señalar que está: 

 

Inspirada en el precepto constitucional según el cual es deber del Estado promover el 

acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios y a otros 

servicios públicos rurales, con el fin de mejorar el ingreso y la calidad de vida de la 

población campesina (Ley 160, 1994, art. 1) 

 

De esta manera, la figura de las ZRC surge como una herramienta para contrarrestar la 

concentración de la tierra y fomentar un desarrollo rural incluyente. De acuerdo con la Agencia 

Nacional de Tierras (ANT, 2024), las ZRC 

 

Son las áreas geográficas delimitadas donde se desarrollan procesos de colonización o 

predomina la existencia de tierras baldías y las áreas geográficas con características agro-

ecológicas y socioeconómicas para el ordenamiento social y ambiental de la propiedad. 

Su objeto principal es fomentar y estabilizar la economía campesina, superar las causas de 

los conflictos sociales que las afecten y, en general, crear las condiciones para el logro de 

la paz y la justicia social en las áreas respectivas (p. 3). 
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En este contexto, el departamento del Valle del Cauca constituye un escenario 

representativo para analizar la implementación de esta figura. Los procesos de constitución de 

Zonas de Reserva Campesina -ZRC- comprenden cerca de, Según la Prensa Rural (2014) “59 mil 

hectáreas, distribuidas así: Tuluá, con 11 corregimientos y 35 mil hectáreas; Pradera, con 17 

corregimientos y 8 mil hectáreas; y Guacarí-Ginebra, con 16 mil hectáreas” (párr. 7). Estas cifras 

reflejan el alcance territorial de la figura y la importancia que tiene para las comunidades 

campesinas del Valle. 

 

Sin embargo, a pesar de los avances normativos, la puesta en práctica de esta figura ha 

enfrentado obstáculos derivados de la falta de articulación entre las políticas públicas, las 

entidades encargadas de su gestión y las comunidades rurales que buscan su reconocimiento. En 

este sentido, la implementación efectiva de las Zonas de Reserva Campesina no depende 

exclusivamente de las disposiciones jurídicas que las regulan, sino también de la capacidad 

institucional para desarrollar dichos procedimientos de manera eficiente y oportuna, de acuerdo 

con las necesidades de los territorios rurales. 

 

En el caso del departamento del Valle del Cauca, tomando como ejemplo el municipio de 

Tuluá, las comunidades campesinas asentadas en las zonas montañosas han manifestado su 

interés por constituir una Zona de Reserva Campesina, con el propósito de asegurar el uso 

sostenible del territorio, preservar su cultura agrícola y consolidar su autonomía. Sin embargo, 

este proceso ha sido limitado por barreras de tipo jurídico-administrativo, tales como la 

complejidad de los procedimientos establecidos por la ANT, la falta de claridad en los criterios 

técnicos, y la capacidad institucional para acompañar las solicitudes de las comunidades. 
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En este sentido, lo ocurrido con la ZRC de Tuluá -Valle resulta ilustrativo. Según el 

Acuerdo 369 de 2024 del Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Tierras, la Asociación de 

Trabajadores Campesinos del Valle del Cauca –ASTRACAVA– realizó la solicitud de 

constitución “mediante oficio con radicado No. 20121126768 del 02 de agosto de 2012” (Consejo 

Directivo de la Agencia Nacional de Tierras, 2024, p. 5). Y solo hasta el 2024 se pudo lograr la 

constitución y delimitación de la misma. Estas dificultades reflejan una brecha entre el marco 

jurídico-administrativo formal y su aplicación efectiva en los territorios rurales. 

 

De manera similar, otro caso representativo es el de la ZRC del municipio de Pradera, 

que, como lo menciona el Ministerio de Agricultura (2024) durante la COP16 celebrada en Cali, 

fue una de las zonas aprobadas por el Gobierno nacional. En palabras de esta entidad: 

 

En el marco de la COP16, que se lleva a cabo en Cali, fue aprobada la constitución de 

cuatro Zonas de Reserva Campesina (ZRC) ubicadas en los municipios de Pradera (Valle 

del Cauca), Santa Isabel y Anzoátegui (Tolima), Apartadó (Antioquia) y Tarazá (en el 

Bajo Cauca antioqueño) (Ministerio de Agricultura, 2024, párr. 2). 

 

Cabe resaltar que, más allá de este logro, la constitución de la ZRC de Pradera fue el 

resultado de un proceso que tardó alrededor de 15 años, lo cual refleja la persistencia de las 

comunidades y, a la vez, las demoras institucionales que caracterizan estos procedimientos. Sobre 

este punto, el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA, 2024) describe que “La Zona de Reserva 

Campesina de Pradera, un territorio que se materializa después de 15 años, con una producción 

agropecuaria y agroecológica que promueve la conservación y el cuidado de los ecosistemas” 

(párr. 4). 
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En consecuencia, esta situación evidencia que, aunque la constitución de las ZRC 

representa un avance significativo para el reconocimiento del campesinado, los prolongados 

tiempos de trámite limitan el impacto real de estas políticas en los territorios rurales. De hecho, el 

reconocimiento de esta zona fue el resultado de un proceso prolongado y complejo, que evidenció 

las demoras institucionales y los obstáculos administrativos que enfrentan las comunidades 

campesinas para lograr la formalización de sus territorios. 

 

Por tanto, esta situación genera consecuencias directas para las comunidades campesinas. 

Las consecuencias de esta brecha se manifiestan en la dilación del reconocimiento de la ZRC, en 

la limitación del acceso efectivo a la tierra por parte de las comunidades campesinas, y en la poca 

operatividad de los instrumentos administrativos que debieran garantizar la autonomía territorial, 

la producción campesina y la sostenibilidad de los recursos naturales. Esta situación genera un 

impacto directo en las comunidades rurales, que ven restringido su derecho a participar en la 

gestión del territorio, y debilita la capacidad del Estado para impulsar procesos de desarrollo rural 

con enfoque territorial. 

 

En consecuencia, el análisis de los procesos jurídico-administrativos asociados a las 

Zonas de Reserva Campesina permiten advertir que su implementación trasciende el ámbito 

estrictamente normativo y se encuentra estrechamente vinculada a la capacidad institucional para 

responder a las necesidades de las comunidades rurales. Aunque el ordenamiento jurídico 

colombiano ha reconocido estas figuras como instrumentos de protección territorial y 

fortalecimiento del campesinado, las experiencias observadas en el Valle del Cauca evidencian 

que persisten desafíos relacionados con la gestión administrativa, la coordinación institucional y 

la materialización efectiva de los objetivos previstos por la normativa. Lo anterior demuestra la 



21 
 

necesidad de evaluar de manera integral la relación existente entre las disposiciones jurídicas, la 

actuación estatal y las condiciones históricas que continúan incidiendo en la realidad del 

campesinado 

 

Conclusión: 

 

 

Los procesos jurídico-administrativos desempeñan un papel determinante en la 

implementación de las Zonas de Reserva Campesina en el Valle del Cauca, pues de ellos 

depende, en gran medida, la materialización de los objetivos de protección territorial, 

fortalecimiento del campesinado y desarrollo rural que sustentan esta figura. Dicha protección 

encuentra su fundamento en el reconocimiento del campesinado como sujeto de especial 

protección constitucional, así como en las desigualdades históricas y estructurales que han 

marcado su relación con el territorio. Aunque el ordenamiento jurídico colombiano reconoce las 

Zonas de Reserva Campesina –ZRC– como instrumentos orientados a garantizar el acceso a la 

tierra, la permanencia de las comunidades rurales en sus territorios y la promoción de la 

economía campesina, su efectividad se encuentra condicionada por la forma en que las 

instituciones públicas desarrollan y ejecutan los procedimientos requeridos para su constitución y 

funcionamiento. 

 

Asimismo, las barreras históricas que han afectado al campesinado continúan incidiendo 

en la implementación de estas zonas. Las desigualdades en el acceso a la tierra, los procesos de 

exclusión social y las dificultades para lograr el reconocimiento efectivo de los derechos 

territoriales evidencian que la existencia de un marco normativo favorable no resulta suficiente 

para garantizar la consolidación de estas figuras. Por el contrario, la implementación efectiva de 
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las Zonas de Reserva Campesina –ZRC– requiere una actuación institucional capaz de responder 

a las particularidades y necesidades de las comunidades rurales. Los casos de Tuluá y Pradera 

ilustran con claridad esta situación, la constitución de la ZRC de Tuluá tardó más de una década 

desde la radicación de la solicitud por parte de ASTRACAVA en el 2012 hasta su delimitación en 

el 2024, mientras que el reconocimiento de la ZRC de Pradera solo se logró después de 15 años 

de trámite, lo que confirma que estas demoras no constituyen hechos aislados, sino una brecha 

persistente entre el marco jurídico-administrativo formal y su aplicación efectiva en el territorio 

 

En consecuencia, los procesos jurídico-administrativos afectan la implementación de las 

Zonas de Reserva Campesina en el Valle del Cauca porque condicionan la materialización 

efectiva de los derechos, garantías y objetivos asociados a estas figuras territoriales. Aunque el 

ordenamiento jurídico reconoce a las ZRC como instrumentos orientados al fortalecimiento del 

campesinado, la protección del territorio y el desarrollo rural, su consolidación depende de la 

capacidad institucional para ejecutar de manera eficiente los procedimientos requeridos para su 

constitución y funcionamiento. En este sentido, las demoras administrativas, las dificultades de 

articulación institucional y las barreras históricas que han afectado al campesinado inciden 

directamente en el alcance real de los beneficios que estas zonas buscan garantizar. Por ello, 

fortalecer la gestión institucional y promover una mayor coordinación entre las entidades 

públicas y las comunidades rurales resulta fundamental para avanzar hacia una implementación 

más efectiva de las Zonas de Reserva Campesina en el Valle del Cauca. 
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